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SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 12 minutos) 

La Comisión de Transporte y Obras Públicas, tiene el gusto de 
recibir a una delegación de las empresas transportistas del Mercosur 
que nos han manifestado su interés de ser recibidos en este ámbito. 

Por lo tanto, le cedemos el usa de la palabra. 

SEÑOR AMBROIS.- Muchas gracias. Personalmente, me desempeño como 
Secretario de la Asociación de Empresas Automotrices del Mercosur, En 
esta delegación, están representadas las Asociaciones de Transportistas 
y Asociaciones de Representantes de Marcas Automotrices. 

Deseamos agradecer, en primer lugar, la disposición de tiempo que 
nos brinda esta Comisión y, en segundo término, explicarles cuáles son 
los motivos que nos llevaron a solicitar esta entrevista. 

Nos consta que en esta Comisión se está estudiando el tema de la 
importación de un conjunto de vehículos usados traídos originalmente de 
los Estados Unidos, compuesto por camiones, camionetas y algunos 
automóviles. En función de ello y como estas Cámaras realizaron 
trámites legales en oposición a esa importación, nuestra intención es 
la de que los señores senadores conozcan los motivos por los cuales 
procedimos de esa forma. Básicamente, nuestra posición se puede resumir 
de la siguiente forma. No nos oponemos, de ninguna manera, al espíritu 
del decreto N2 290 que, como todos sabemos, permite que un uruguayo que 


por diferentes motivos se haya instalado en el exterior durante cierto 
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tiempo, desarro!!ando una actividad, pueda regresar al Uruguay y 
emprender económicamente una actividad que le permita vivir nuevameñte 
en su país en forma decorosa. Contra ese espíritu, ninguna de las 
Cámaras aquí representadas está en desacuerdo. 

Sin perjuicio de ello, entendemos que el volúmen de las unidades 
que las autoridarles permitieron importar a través de ese decreto no 
guarda razonabilidad con las empresas que todos conocemos y que están 
instaladas en el Uruguay en los diferentes tipos de transporte, tanto 
internos como internacionales. Sin temor a equivocarme, creo que 60 
unidades representan un parque tal vez superior a cualquiera de las 
empresas instalailas durante muchos años en nuestro país. 

Por lo tanto, consideramos que cuando la autoridad decidió 


promulgar este «lecreto, no estaba en su espíritu el permitir este 


- volúmen de importación. Además, nos consta que en el Uruguay y desde 


hace unos cuantos: años, rige una disposición por la cual en defensa de 


la industria nacional y de la importación, así como también para lograr 


una mayor transparencia de los valores por los cuales se importan los 


vehículos =-a esto se debe sunar la recaudación que hace el Estado--, 
no se permite el ingreso de vehículos usados. Esta reglamentación hace 
muchos años que está en vigencia y automáticamente se prorroga en cada 
oportunidad. En consecuencia, al tiempo que existen disposiciones que 
prohíben a todas las empresas radicadas en el Uruguay realizar ese tipo 
de importación, se presenta un expediente que se tramita a nivel del 
Poder Ejecutivo, por el cual se autoriza el ingreso de 60 unidades en 
total y, si no me equigoon azar más las unidades de apoyo que aquéllas 


que concretamente iban a generar trabajo. 
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Nuestra intención es, entonces, la de que en esta Comisión no se 
interprete, bajo ningún aspecto, que con nuestro expediente judicial 


estamos combatiendo filosóficamente este decreto 290. Lo que sí 


entendemos es que el mismo no guarda razonabilidad en cuanto a las 


cantidades que a través del mismo se permitieron ingresar. Además, no' 
deseamos analizar si todos los requisitos que se requieren en este caso 
a nivel del Ministerio del Interior fueron cumplidos por quien gestionó 
el trámite y controlados por quien en primera instancia lo autorizó, 
porque es un terreno que no conocemos y no contamos con los elementos 
necesarios para juzgar. Seguramente esta información la tendrá el 
Ministerio del Interior que es el ámbito donde se tramita este tipo de 
importación. 

Posteriormente, se realizó un agregado o rectificación en el 
«decreto colocando un monto de U$S 250.000 cuando antes no existía 
ningún tipo de tope. Sobre este aspecto, deseamos expresar que puede 
suceder que con otro tipo de mercadería, el monto en dólares sea un 


apoyo para los técnicos que en el futuro estudien expedientes de estas 


características, pero para el sector automotriz no es válido. Hacemos 


esta afirmación porque si analizamos los valores de las facturas que se 
presentaron en los expedientes aduaneros podemos comprobar que se habla 
de valores de U$8 7.000 cuando estos*vehículos en plaza y nuevos valen 
U$S 100.000. Debemos tener en cuenta que un camión de esas 
características, con 300 6 350 caballos de fuerza, de marcas 
reconocidas en el área --sobre todo en Argentina y Brasil-- se sitúa en 
el orden de los U$8 100.000. 
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Entonces, si observamos el importe de las facturas presentadas en la 
Aduana, concluiremos que los U$S 250.000 que ahora se colocan como tope 
en este decreto hubieran permitido el ingreso de una igual o mayor 
cantidad de vehículos. 

Creemos que en el futuro, el técnico que estudie estos expedientes 
debería tener un marco en el cual moverse. Pensamos que en el sector 
automotriz la base para analizar ese especto no puede tener relación a 
valores, cuando hablamos de productos usados, sino que debe referirse 


a cantidades de unidades. Es decir, es razonable que un uruguayo que 


retorne al país pueda traer una determinada cantidad de vehículos. Sin 


embargo, ello no constituirá un filtro si se mantiene el techo de los 
U$S 250.000 para este tipo de productos. La situación podría ser 
. diferente si se tratara, por ejemplo, de una maquinaria vinculada a una 
actividad industrial, pero en lo que respecta a vehículos, y en 
especial cuando: se habla de usados, resuita absolutamente oscilante lo 
que se puede encontrar en cualquier plaza del mundo. En realidad, es 
muy difícil juzgar si el valor que nos presentan en una factura es o no 


correcto, así como también lo es el hecho de establecer el porqué. 


Por consiguiente, consideramos que sí existe voluntad de enmarcar ' 


hasta cuándo y por qué monto se puede autorizar en el sector 
_ automotriz, ello deberá estar relacionado con las cantidades. 

SEÑOR PLACERES.- En este momento, ya estamos sintiendo la competencia 
desleal que esta empresa está haciendo, trabajando con entes del Estado 
como, por ejemplo, ANCAP, mediante una licitación ganada con otro 
nombre. Dos empresas que habitualmente cotizaban esas cargas, las 


perdieron debido“a que esta empresa aparentemente presentó un precio un 
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30% menor. Entonces, reitero que ya estamos sintiendo los primeros 
impactos en el transporte nacional; pensamos que cuando logre los 
permisos internacionales, se verá influido también el transporte 
internacional. 

En este sentido, debemos tener en cuenta lo que manifestó hace un 
momento el señor Ambrois, en: lo que refiere a los valores de las 
unidades y al sistema como perO al país. Si esto continúa de la 
misma manera, y mañana se presenta una empresa y pasado otra, las que 
se encuentran radicadas en el país --algunas de ellas desde hace ya dos 
o tres generaciones-- van a perder pie, porque ahora mismo se sienten 
totalmente desplazadas de algunas licitaciones. 

Por nuestra parte, realizamos averiguaciones en el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, porque desconocíamos el hecho de que esos 
camiones tuvieran permiso para transitar. Los señores legisladores 
habrán podido verlos y oírlos en su marcha alrededor. del Palacio 
Legislativo, buscando fuerza para lograr obtener esos permisos. Sin 
embargo, no logramos acceder a ninguna información por parte del 
mencionado Ministerio. De todos modos, los camiones están en la calle, 
trabajando; esa es la realidad. 

SEÑOR MOLLER. - Pretendo mencionar dos aspectos que son fundamentales. 

Debo decir que en este caso se ha dado una doble excepcionalidad. 
La primera de ella, es que se trata de vehículos usados, con todas las 
consecuencias que esto tiene para la industria automotriz uruguaya. Ya 
hemos venido al Parlamento en otras circunstancias a señalar el mismo 


problema. $ 
Luego de la ley cambiaria y monetaria del año 1959, que permitió 


la libre importación de todo tipo de productos, cosa que se acrecentó 
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durante este período de Gobierno, hemos tenido que insistir 
constantemente para obtener la prohibición del ingreso de vehículos 
usados al país, con todas las consecuencias que ello acarrea desde los 
puntos de vista industrial y comercial. eS 

La otra excepcionalidad, refiere a la posibilidad de importar esos 
vehículos usados libres de gravámenes. Precisamente, en esta 
circunstancia se dío la doble excepcionalidad que he mencionado. Tal 
como he dicho, la primera está relacionada gon la prohibición expresa, 
mediante un decreto que se prorroga cada seis meses --el último de 
ellos es el 130/94, cuya vigencia termina el 23 de setiembre de este 
año--, del ingreso de vehículos usados. Por otro lado, está la 
exoneración impositiva en virtud del decreto 290/90, en cuya aplicación 
ha habido falta de razonabilidad, ya que se permitió el ingreso al país 
de 65 vehículos, cuando en realidad todas las empresas consideran que 
podría ser conveniente que cuando un uruguayo regrese al país pudiera 
traer un número razonable de objetos relacionados con actividades a las 
que se ha dedicado durante un tiempo, habiéndose probado ante las 
autoridades que realmente las ha ejercido fuera del país durante más de 
tres años. 


SEÑOR BELVISI.- En principio, queremos decir que hemos escuchado con 


gusto a la Euza parte en cuestión que, naturalmente, está muy vinculada . 


y tiene mucha incidencia en lo que respecta al quehacer nacional. 
En lo partícular, diría que esta Comisión ha comenzado a aportar 
este tema no por iniciativa propia, sino porque a nivel de la 


Secretaría de la Presidencia y de algunos miembros de esta Comisión el- 


señor que realizó la importación de estos camiones solicitó 


oportunamente una entrevista. A su vez, esta persona manifestó 
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públicamente --y lo quiso hacer también en este ámbito-- la 
disconformidad con las modificaciones que se hicieron en él trámite 
seguido en relación con las. normas que rigen esa importación. Al 
parecer, luego de que algunos dé esos vehículos ingresaron al país, 
hubo una serie de dificultades y trabas con respecto a algunos. permisos 
que se debían obtener para realizar transportes dentro y fuera del 
país. | 

A raíz de lo antedicho, esta Comisión comenzó a ocuparse del tema, 
accediendo a la entrevista solicitada. Dado que existían algunas 
dudas, para el mejor análisis y estudio de la cuestión, se efectuaron 


*e 


algunos pedidos de informe. 
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Reitero que estoy hablando a nivel personal; lo único que hicimos, 
por resolución de la Comisión, fue el pedido de informes. De toda esta 
temática, nos habían quedado algunas dudas con respecto a la 
modificación de las normas que indudablemente administra el Poder 


Ejecutivo, integrado por sus Ministros respectivos. De allí surgía que 


se había suspendido el decreto y que no tenía las autorizaciones 


correspondientes. También nos preocupaba hasta dónde liegaba la 
responsabilidad del Estado, en su conjunto, en el sentido de proceder 
de una forma aparentemente tan irregular en un trámite que estaba 
reglado por un decreto. El mismo, a su vez, estaba vinculado con normas 
del año 1959, o sea desde la reforma cambiaria. En consecuencia, esta 
Comisión, como ustedes saben, procedió simplemente a escuchar y no 
emitó opinión al respecto. 

En lo que me es personal, debo decir que oportunamente intercambié 
algún fax con el señor Placeres. Es bueno decirlo aquí con absoluta 
claridad --como siempre hemos tratado de expresarnos y conducirnos--, 
porque se me había imputado alguna relación más estrecha de la que 
realmente tuve como senador de la República o como simple ciudadano en 
este asunto. Pienso que es necesario decirlo en el ámbito de esta 
Comisión para que conste en la. versión  taquigráfica pero, 
fundamentalmente, para que los señores puedan comprenderlo. 


Aclaro que estoy radicado en Paysandú, al igual que este señor que ' 


' aparece como propietario de la empresa, aunque no estoy seguro de que 
lo sea. Naturalmente el ciudadano, como tal, llega al senador, al 
diputado o a las personas que están vinculadas de una u otra forma con 
el quehacer público. Por lo tanto, lo único que hice fue recibirlo, y 
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luego, también, en oportunidad de concurrir a esta Comisión. De allí 
que en alguna manifestación pública de agradecimiento o reconocimiento 
aparezca mi nombre. En definitiva, es público y notorio que nosotros no 
estamos ejerciendo ninguna - función del Poder Ejecutivo, no hemos 
firmado esos expedientes ni los hemos tramitado a ninguno de los 
Ministerios respectivos. Es importante para mí dejar claro hasta dónde 
he llegado, y que no fue más allá de lo expresado. Lo demás han sido 
manifestaciones de terceros que me adelanté a desmentir públicamente -he 
hice llegar al señor Placeres el texto de la nota redactada en el mes 
de noviembre, que envíe a un diario local, en la cual se recogían 
expresiones de otros periódicos del interior. : 

- Volviendo a la sustancia o al contenido del tema, creo que ello 
pasa por decisiones del Poder Ejecutivo. Aquí han firmado los Ministros 
respectivos y la Presidencia de la República, de acuerdo con lo que se 
entendió en ese momento era un decreto vigente que hoy está topeado, 
aunque dicho tope no es satisfactorio porque hay otras connotaciones y 
posibilidades de distorsionar el mercado de trabajo o la actividad que 
puedan desarrollar las empresas de transporte. 

A pesar de entender las razones que se exponen, como miembros de 


la Comisión de Transporte y Obras Públicas+nos vemos limitados para 


modificar estos aspectos, ya que están insertos en la mecánica de lo 


que hace a la administración del Poder Ejecutivo, aunque detrás de todo 
esto hay una filosofía que rige tanto para el decreto como para lo 
concerniente a la libertad de importación establecida por aquella ley 
del año LaS. 


En principio, quería simplemente expresar esto con total honradez 
y claridad. Sin perjuicio de no haber sido lo suficientemente claro, 
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quedo a las órdenes para responder las preguntas que se deseen formular 
o ampliar la posición que hemos sostenido en torno a este asunto. Sin 
duda alguna, estimo sumamente justo lo que se está planteando y 
distorsionante lo que se pueda decir con relación a los ingresos de 
esta magnitud. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Quisiera hacer alguna observación sobre lo que han 
planteado HUeEtxoR visitantes, considerando la respuesta del Poder 
Ejecutivo al pedido de informes que en su momento hicimos los 
integrantes de esta Comisión. 
En primer lugar, tal como aclaró el señor senador Belvisi, es 

norma de las Comisiones y del Parlamento recibir a un ciudadano u 
organización representativa de un grupo de éstos cuando solicitan ser 
escuchados por la Comisión parlamentaria respectiva para tratar un tema 
que los afecta. En este sentido, en determinado momento recibimos la 
solicitud del señor Manise --que es de quien estamos hablando-- para 
ser recibido por la Comisión, a fin de expresar un atropello que había 
sufrido a los derechos que le son otorgados por el Decreto N? 290/90, 
referido al reintegro de uruguayos que por distintas razones se vieron 
obligados a radicarse en el exterior. Así fue que recibimos las 
denuncias que presentó este ciudadano y para corroborar si las mismas 
se compadecían con 38 derechos que tenía, presentamos un pedido de 
informes con fecha 11 de mayo de 1994. Este pedido fue enviado al señor 
Ministro de Transporte y Obras Públicas y a los' Ministerios ' del 
Interior y de Economía y Finanzas. Reitero que esta respuesta fue 
recibida pero no sé por qué razón no figura en mi carpeta. 

Hasta allí, habíamos cumplido con lo que teníamos que hacer y 


entendíamos que no nos correspondía roúlisar nada más. Pero ahora los 
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señores representantes de las empresas importadoras y transportadoras 
nos plantean otras dificultades. Si entendí bien lo que nos han 
expresado, utilizando el Decreto N2 290/90 puede hacerse la trampa de 
introducirse una gran empresa burlando determinado tipo de gravámenes, 
contralores y disposiciones reglamentarias o de decreto, como es el 
hecho de que no se permite el ingreso al país de vehículos usados. 
«Por otra parte, el tope que recientemente ha puesto el Poder 
Ejecutivo a este decreto --supongo que habrá sido a raíz de las quejas 
presentadas por ustedes-- no es una salvaguardia suficiente como para 
evitar que no se vuelva a producir una maniobra similar a la que se 
está denunciando. Además, está el hecho de que pese a haberse 
suspendido la vigencia de la resolución del Poder Ejecutivo que 
autorizaba el ingreso de los camiones, éstos- estarían circulando y 


trabajando en el país. 
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Por lo tanto, y si entendí bien, creo que corresponde que la 
Comisión realice alguna otra gestión más ante el Poder Ejecutivo, a los 
efectos de saber hasta dónde se compadece con los intereses generales 
la preocupación que tienen las delegaciones que hoy nos visitan. 

Deseo expresar que, desde mi punto de vista, quedó claro que hubo 
una desprolijidad por parte del Poder Ejecutivo en la tramitación de 
este asunto--que la vamos a terminar pagando todos los contribuyentes-- 
porque es evidente que dar una autorización y luego que ella está en 
trámite, permitir el ingreso de ria determinada cantidad de vehículos 
e interrumpir su proceso "sine die" --según manifestaciones de 
autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas--, puede dar lugar a 
que el damnificado argumente un perjuicio por parte del Estado ni se 
va a tener que reflejar en una indemnización, a través de algún juicio 
que no sé qué características podrá tener. 

En consecuencia, frente a la preocupación que nos expresan las 
delegaciones aquí presentes-- representativas de dos organizaciones 
importantes de huestro país--.si no tienen nada más que agregar Y, 
reitero, si entendí bien la inquietud que nos plantean, la Comisión 
debería analizar qué pasos seguir para contemplar mejor los intereses 


generales. 
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SEÑOR MOLLER.- A tales efectos, puedo dejar a la Comisión el número del 
decreto que puso el límite al que hacíamos referencia. Se trata del 
Decreto N* 582/93, del 23 de diciembre de 1993, el cual fijó el monto 
| en U$S 250.000. 
| SEÑOR PRESIDENTE.- Agracedemos la presencia de los representantes de 
. empresas transportistas e importadores. | 1 
Se levanta la sesión. | 


(Así se hace. Es la hora 10 y 42 minutos) 


